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Álvarez Esnard, jueza ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos, por derecho propio e in forma pauperis, 

el señor Jason F. Villalobos Milán (“Peticionario” o “señor Villalobos 

Milán”), mediante Certiorari, recibido el 10 de junio de 2024. Nos 

solicita que revisemos la determinación emitida el 30 de abril de 

2024 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Humacao (“foro primario” o “foro a quo”) y notificada el 3 de mayo 

del mismo año. Por virtud de esta, el foro primario declaró No Ha 

Lugar el escrito presentado por el Peticionario intitulado Moción 

solicitud y declaración para que se exima de pago de arancel por 

razón de indigencia. De un análisis del expediente ante nos, se 

desprende que la solicitud del señor Villalobos Milán respondía a 

que se le eximiera del pago de la pena especial impuesta en la 

Sentencia de Revocación de Probatoria dictada el 3 de abril de 2023, 

correspondiente a trescientos dólares ($300) por cada cargo. 

Por los fundamentos expuestos a continuación, denegamos 

el recurso de epígrafe. 
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I. 

Conforme surge del escrito sometido por el Pueblo de Puerto 

Rico (“Recurrido”),1 el 10 de noviembre de 2021, el Peticionario fue 

encontrado culpable por infracción a los Artículos 3.1 y 3.3 de la 

Ley Núm. 54 del 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida 

como la Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia 

Doméstica, 8 LPRA sec. 601 et seq. (“Ley 54”). No obstante, el 23 de 

febrero de 2022, el foro primario emitió una Resolución, en la cual le 

concedió al Peticionario el privilegio de libertad bajo palabra, pues 

este se acogió a un programa de desvío al amparo de la aludida Ley 

54. Cónsono con lo antes expuesto, el foro a quo eximió al señor 

Villalobos Milán de la pena especial impuesta conforme a la Ley 183-

1998, conocida como la Ley de Compensación y Servicios a las 

Víctimas y Testigos de Delito, 25 LPRA sec. 981 et seq. (“Ley 183”). 

A esos fines, el Peticionario tenía que cumplir con los 

requisitos y condiciones dispuestos en la Resolución de 23 de febrero 

de 2022 o de lo contrario se revocaría el beneficio de libertad bajo 

palabra y se impondría sentencia en su contra. Así pues, el 3 de 

abril de 2023, el foro primario dictó una Sentencia Revocación de 

Probatoria.2 Por virtud de esta, el foro primario declaró Con Lugar la 

revocación de probatoria del señor Villalobos Milán, esto luego de 

haberse celebrado una vista para dichos fines en la cual compareció 

tanto el Peticionario como el Ministerio Público. En consecuencia, 

en el referido dictamen, se impuso la pena especial correspondiente 

a trescientos dólares ($300) por cada cargo. El 18 de abril de 2024, 

el señor Villalobos Milán presentó un escrito intitulado Moción 

solicitud y declaración para que se exima de pago de arancel por 

 
1 Hacemos referencia al escrito intitulado Solicitud de Desestimación y Escrito en 
Cumplimiento de Orden presentado por el Pueblo de Puerto Rico ya que las 

denuncias y acusaciones no fueron anejadas al Certiorari sometido por el 

Peticionario.  
2 Apéndice recurso de Certiorari, Anejo II, pág. 12. 
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razón de indigencia. 3 En esencia, solicitó que se llevara a cabo una 

vista argumentativa para que se le eximiera de la aplicación de la 

Ley 183. Evaluado este escrito, el 30 de abril de 2024, notificada el 

3 de mayo de 2024, el foro primario declaró No Ha Lugar, la moción 

del Peticionario.4 

Inconforme con la pena especial impuesta, el señor Villalobos 

Milán compareció ante esta Curia mediante escrito intitulado 

Apelación y formuló el siguiente señalamiento de error:  

Erró el T.P.I. de Humacao por conducto del Juez Martín I. 
Ramos Junquera al denegar de plano la solicitud de este 
recurrente esto a pesar de que en dicho caso para la fecha 
de 2 de mayo de 2022, ya se había eximido de la pena 
especial que dispone la Ley 183 y al revocarse la sentencia 
volví[ó] a imponer dicha pena especial cual me afecta mi 
proceso debido a que actualmente no cuento con bienes y 
fortuna. 

 

Así las cosas, el 10 de julio de 2024, emitimos Resolución en 

la cual le concedimos al Pueblo de Puerto Rico un término de diez 

(10) días para exponer su posición en torno al recurso presentado. 

En cumplimiento con nuestra orden, el 22 de julio de 2024, el 

Recurrido compareció mediante Solicitud de Desestimación y Escrito 

en Cumplimiento de Orden. En esta, solicitó la desestimación del 

recurso presentado por el Peticionario como consecuencia del 

incumplimiento con el Reglamento del Tribunal de Apelaciones. En 

la alternativa, arguyó que procede la denegatoria del recurso.   

Con el beneficio de ambas partes, procedemos a esbozar el 

derecho aplicable.  

II. 

A. Certiorari 

 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior. 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 

163, 174 (2020). Los tribunales debemos utilizarlo con cautela y por 

 
3 Íd., Anejo III, págs. 13-18. 
4 Íd., Anejo IV, pág. 19. 
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razones de peso. Este procede “cuando no existe un recurso de 

apelación o cualquier otro recurso ordinario que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario”. Pueblo v. Díaz de León, 

176 DPR 913, 918 (2009). Por tanto, a diferencia del recurso de 

apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional. Rivera Cruz v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se encuentran 

en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. 4 LPRA 

XXII-B, R.40. La referida Regla dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. Íd. 
 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

III. 

Expuesto el marco jurídico y ponderados los argumentos 

presentados por el señor Villalobos Milán, resolvemos que no se han 
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producido las circunstancias que requieran nuestra intervención. 

Es decir, la determinación del foro primario de declarar No Ha Lugar 

la moción presentada por el Peticionario a los fines de que se le 

exima del pago de la pena especial impuesta por cada cargo en 

violación a la Ley 54, supra, no nos resulta arbitraria ni irrazonable 

a la luz del marco jurídico. Por tanto, debido a que la parte 

Peticionaria no ha demostrado que el foro primario se excedió en el 

ejercicio de su discreción, ni que erró en la interpretación del 

derecho, no intervendremos en la determinación recurrida. 

IV. 
 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de Certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


